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TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

PRIMERA SALA UNITARIA

EXPEDIENTE: 349/2022/1
PARTE ACTORA: 

**********
AUTORIDAD DEMANDADA:

REGISTRADORA DEL INSTITUTO REGISTRAL Y CATASTRAL DEL TERCERO DISTRITO JUDICIAL.
MAGISTRADA:

LIC. MA. EUGENIA REYNA MASCORRO. 
SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LIC. JOSÉ DE JESÚS MORENO ROMO
San Luis Potosí, San Luis Potosí, veintisiete de marzo de dos mil veintitrés.
V I S T O S para resolver en definitiva los autos del juicio contencioso administrativo 349/2022/1; y,
R E S U L T A N D O

PRIMERO.- Demanda de nulidad. Por escrito recibido el trece de mayo de dos mil veintidós, **********, compareció por derecho propio a demandar la resolución que se emite mediante oficio –IRC/RPP/DTO.III/153/2022-, derivado de la solicitud de la boleta ********** de ocho de marzo de dos mil veintidós, referente de la cancelación del embargo registrado bajo número ********** a fojas ********** vuelta del libro de embargos tomo **********, de fecha **********.
SEGUNDO.- Admisión de la demanda. El diecinueve de mayo de dos mil veintidós se admitió a trámite la demanda, se ordenó correr traslado con la copia de la misma y sus anexos a la autoridad señalada como demandada, emplazándola para que en el término de ley formulara su contestación. En dicho proveído se tuvo a la actora por ofrecidas las pruebas que anunció en su escrito de demanda.
TERCERO.- Tramite del juicio. Siendo las 10:00 diez horas del trece de septiembre de dos mil veintidós, tuvo verificativo la audiencia de ley en este juicio, sin la asistencia de las partes. Acto seguido, se dio lectura al escrito inicial de demanda, así como al oficio de contestación de la demanda; asimismo, se hizo relación de las constancias de autos, señalando las pruebas ofrecidas por la parte actora así como las ofrecidas por la autoridad demandada; en período de pruebas, se tuvieron por desahogadas dada su propia y especial naturaleza, el material probatorio consistente en documentales, presuncional legal y humana e Instrumental de Actuaciones; se hizo constar que no existían pruebas por desahogar y en período de alegatos se dio cuenta que ninguna de las partes no formularon alegatos; quedando así debidamente integrado el expediente en que se actúa, citándose el presente expediente para su resolución.

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Competencia.  Esta Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa con residencia en la ciudad de San Luis Potosí, es competente para conocer y resolver el presente juicio, de conformidad con lo previsto en los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1º, 2º, 7º fracción I, y 9º fracción III, 24, 35, fracción VIII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; Segundo Párrafo del artículo 2°, 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, por tratarse de una controversia suscitada entre un particular y una autoridad estatal.

SEGUNDO.- Existencia del acto. Se procede a precisar el acto impugnado, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 249 fracción I, del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, con la finalidad de lograr congruencia entre lo pedido y lo resuelto.

El acto materia de impugnación lo constituye la resolución que se emite mediante oficio –IRC/RPP/DTO.III/153/2022-, derivado de la solicitud de la boleta ********** de ocho de marzo de dos mil veintidós, referente de la cancelación del embargo registrado bajo número ********** a fojas ********** vuelta del libro de embargos tomo **********, de fecha **********, acto cuya existencia queda evidenciada con la documental que fue exhibida por la parte enjuiciada, visible en foja 8 a 11 de autos, con el valor probatorio que le confiere el artículo 72, fracción I, del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí.

Ahora, la litis en este juicio se delimita en determinar la legalidad o ilegalidad de la determinación enunciada en el párrafo previo, sobre la base de los agravios que formula la actora, la refutación que de los conceptos de impugnación planteados por la enjuiciada y los medios de pruebas que aportaron los contendientes.

TERCERO.- Oportunidad de la demanda. La demanda de nulidad de que se trata, fue presentada dentro del término de treinta días a que se refiere el artículo 24, fracción I, inciso a), del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, como se advierte del cuadro que se inserta a continuación:

	Fecha del Acto Impugnado
	Fecha de Notificación 
	Notificación surtió efectos

	Plazo de 30 días transcurrió
	Fecha de presentación de la demanda

	Sin fecha de emisión
	01 de abril de 2022
	04 de abril de 2022
	05 de abril de 2022 al 23 de mayo de 2022

	13 de mayo de 2022


Como se desprende que cuadro inserto, la interposición de la demanda es oportuna, porque a la fecha de presentación de la misma se encontraba transcurriendo el plazo para su promoción.

CUARTO.- Legitimación. De conformidad con lo que precisa el numeral 221 del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, procede el estudio de la personalidad y legitimación de las partes.

En lo que respecta a **********, la personalidad del mismo no requiere pronunciamiento especial alguno, ya que compareció por derecho propio, de acuerdo con el artículo 231, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, y es el caso que el acto impugnado se encuentra dirigido al nombre del inconforme por lo que es innegable que cuenta con el derecho para impugnarlo.

En cuanto a la autoridad demandada, compareció Ana Beatriz Jacobo Sánchez, en su carácter de Registradora del Tercer Distrito Judicial; por lo que para acreditar la calidad del cargo y su personalidad, en términos de lo previsto en el artículo 220, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, exhibió copia certificada de su nombramiento, el cual obra agregado a foja 75 de autos.

Las documentales de referencia adquieren valor probatorio pleno, con apoyo legal en el artículo 72, fracción I, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

QUINTO.- Causales de improcedencia. Sea que las partes lo aleguen o no, en el presente asunto se procede analizar si en el caso opera alguna causa de improcedencia o sobreseimiento, por tratarse de una cuestión de orden público, conforme a lo previsto en el último párrafo de los artículos, 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

En ese tenor, de acuerdo a lo ordenado en último párrafo de los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Primera Sala Unitaria practicó estudio oficioso de las causales de improcedencia y sobreseimiento, sin que se advirtiera que en la especie se actualicen, por lo que en seguida se procede al estudio de los conceptos de impugnación.
SEXTO.- Conceptos de impugnación. Los conceptos de impugnación que plantea la parte actora son visibles a fojas 04 a la 06 del sumario, los que por economía procesal se tienen aquí por reproducidos. Resulta aplicable por analogía la tesis de Jurisprudencia 2a./J. 58/2010, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación; cuyo rubro y contenido, se reproducen a continuación:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN.- De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la Litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.”

SÉPTIMO.- Estudio. Es fundado el concepto de impugnación.   
A. Problema Jurídico

Del motivo de disenso se obtiene que el accionante señala que la autoridad responsable viola el principio de legalidad, toda vez que realiza una interpretación equivocada al artículo 61, párrafo segundo, de la Ley del Registro Público de la Propiedad y del Catastro para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, al referir que no tiene interés jurídico, cuando si cuenta con él, porque su predio se encuentra afectado por el embargo mencionado, toda vez que forma parte de una totalidad que fue embargada y de la que se registró dicho embargo como se acredita con la escritura respectiva.
Insiste el actor en que sí es parte interesada porque se le afecta el derecho real sobre su propiedad por el embargo ya mencionado, porque su predio forma parte de un todo y como aparece en su escritura anotado, porque se colma dicho requisito de parte interesada, y en lo que se refiere a que quede extinguido por disposición de ley, se dejó de aplicar el precepto 62 de la ley en mención, la que dice: Podrá pedirse la cancelación total de inscripciones o registros definitivos, cuando: VI. Tratándose de un embargo, hayan transcurrido tres años desde la fecha de su inscripción y no se haya reinscrito; con excepción del embargo para garantizar el pago de alimentos, créditos laborales y aquellos que por ministerio de ley deban ser ordenados por las autoridades competentes.

Concluye el accionante, señalando que tiene interés jurídico, toda vez que es propietario del lote descrito, el cual tiene un gravamen de los denominados embargo, por lo que se da el requisito de parte interesada, en lo que se refiere al término que se hayan transcurrido los tres años desde la fecha de su inscripción, también se da, ya que la fecha de registro del embargo se realizó el día ********** y desde esa fecha hasta el año 2021 no se ha reinscrito dicho embargo, lo que dejó de aplicar la autoridad demandada vulnerando sus garantías consagradas en los artículos 14 y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.  

De lo sintetizado obtenemos que la cuestión planteada por el disidente radica en determinar si la enjuiciada se ocupó de contestar la petición en los términos que le fue planteada, para con ello considerarla fundada y motivada.

B. Antecedentes

Previo a hacer un pronunciamiento al respecto, es necesario señalar que de acuerdo a lo manifestado por el enjuiciante en su escrito inicial de demanda, particularmente en el único capítulo de antecedentes, visible a foja 04, manifestó que presentó una solicitud ante la demandada, para que se realizara la cancelación del embargo registrado bajo el numero ********** a fojas ********** vuelta del libro de embargos, tomo **********, de fecha **********. 

Ahora bien, al remitirnos a ese escrito el cual es visible a fojas 12 a la 14 de autos, se aprecia que la solicitud fue en el siguiente sentido:
“…

Que vengo por medio del presente ocurso, a solicitar se realice la cancelación del embargo el cual quedó registrado bajo el número ********** a fojas ********** del libro de Embargos, tomo **********, de fecha **********, y como consecuencia cancelar el gravamen que se encuentra anotado el folio: **********, el cual corresponde a una propiedad del suscrito, lo anterior con fundamento en lo dispuesto por los artículos 61, 62 fracción VI de la Ley del Registro Público de la Propiedad y del Catastro para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, para tal efecto de lo anterior me permito señalar los siguientes antecedentes y preceptos legales en lo que se basa la solicitud:

ANTECEDENTES

1.- Que mediante juicio ejecutivo mercantil promovido por  ********** y diversos, en contra del **********, el cual quedó registrado en el Juzgado Mixto de Rioverde, S.L.P. (hoy juzgado Civil del Tercer Distrito Judicial), bajo el expediente número **********, en el referido juicio se embargó una propiedad ubicada en el barrio de los Ángeles en esta ciudad, el cual mide y linda. Al norte ********** metros, con **********; al Sur **********metros, con igual colindancia; Al oriente ********** metros, con ********** y al poniente ********** metros, con **********, Inscrito bajo el número ********** a fojas ********** del libro de escrituras privadas tomo ********** de fecha ********** de ********** de **********.

El embargo quedo registrado bajo el número ********** a fojas ********** vuelta del Libro de Embargos Tomo ********** que lleva esa oficina de fecha ********** de ********** de **********.

2.- El suscrito, en fecha 9 de abril del año 2018, compre al señor ********** un predio urbano marcada como el lote **********, del fraccionamiento ********** ubicado en calle **********, en el barrio **********, de esta ciudad, el cual tiene las siguientes medidas, medidas y superficie:

Al Norte. ********** metros, con **********; Al sur ********** metros, propiedad del señor **********; Al Oriente ********** metros, con ********** y Al Poniente ********** metros, con calle **********, superficie 250.00 metros cuadrados. El cual quedó registrado bajo el folio **********.

PRECEPTOS LEGALES

Ahora bien, el capítulo que refiere sobre la cancelación de las Inscripciones en su artículo 61 establece lo siguiente:”””” Las inscripciones no se extinguen sino por su cancelación, o por el registro de la transmisión del dominio o derecho real inscrito a favor de otra persona.”””
“”””La cancelación de una inscripción puede hacerse por consentimiento de las personas a cuyo favor están hechas, el que se hará constar en instrumento público otorgado ante notario, o por resolución judicial. Sin embargo, podrán ser canceladas a petición de parte interesada, sin satisfacer dicho requisito, cuando el acto inscrito quede extinguido por disposición de ley, o por causas que resulten del documento presentado para su inscripción.”””””
En lo que respecta al artículo 62, menciona lo siguiente: “”””” Podrá pedirse la cancelación total de inscripciones o registros definitivos, cuando: VI. Tratándose de un embargo, hayan transcurrido tres años desde la fecha de su inscripción y no se haya reinscrito; con excepción del embargo para garantizar el pago de alimentos, créditos laborales y aquellos que por Ministerio de Ley deban ser ordenados por las autoridades competentes.””””

De lo anterior se desprende que el suscrito soy propietario del predio urbano marcada como el lote **********, del fraccionamiento **********) ubicado en calle **********, en el barrio **********, de esta ciudad, el cual tiene las siguientes medidas, medidas y superficie:

Al Norte. – ********** metros, con **********; Al sur ********** metros, propiedad del señor **********; Al Oriente ********** metros, con ********** y Al Poniente ********** metros, con calle **********, superficie 250.00 metros cuadrados. El cual quedó registrado bajo el folio **********, por lo que tengo el interés jurídico tota vez que soy propietario del lote descrito,

el cual tiene un gravamen de los denominados embargo, es por ello que presento la solicitud de cancelación de embargo, por lo que se da el requisito de parte interesada, en lo que se refiere al término que haya transcurrido los tres años desde la fecha de sus inscripción también se da, ya que la fecha de registro del embargo en mención se realizó el día ********** de ********** del año **********, y desde esa fecha hasta el año 2021 no se ha reinscrito dicho embargo, es decir han pasado más de tres años en que no se ha reinscrito el referido embargo, por lo que nos encontramos en la figura que establece dicho artículo.

…”        
Como se podrá apreciar, para efectos de solicitar ante la demandada la cancelación de los gravámenes que ahí se mencionan, el entonces peticionante se fundamentó en los artículos 61 y 62, fracción VI de la Ley del Registro Público de la Propiedad y de Catastro para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, que dicen: 

“ARTÍCULO 61. Las inscripciones no se extinguen sino por su cancelación, o por el registro de la transmisión del dominio o derecho real inscrito a favor de otra persona. 

La cancelación de una inscripción puede hacerse por consentimiento de las personas a cuyo favor están hechas, el que se hará constar en instrumento público otorgado ante notario, o por resolución judicial.

 Sin embargo, podrán ser canceladas a petición de parte interesada, sin satisfacer dicho requisito, cuando el acto inscrito quede extinguido por disposición de ley o por causas que resulten del documento presentado para su inscripción. 

Las anotaciones preventivas podrán ser canceladas sólo por caducidad, por realizarse el registro definitivo, o por cancelación ordenada o autorizada por el funcionario o autoridad competente.”

“ARTÍCULO 62. Podrá pedirse la cancelación total de inscripciones o registros definitivos, cuando: 

…
VI. Tratándose de un embargo, hayan transcurrido tres años desde la fecha de su inscripción y no se haya reinscrito; con excepción del embargo para garantizar el pago de alimentos, créditos laborales y aquéllos que por Ministerio de Ley deban ser ordenados por las autoridades competentes.”

Ahora bien, al remitirnos al acto que se impugna, el cual obra a fojas 8, 9, 10 y 11 de este expediente, de su contenido se advierte lo siguiente: 

********** IMAGEN DIGITALIZADA **********
C. Decisión.

Como fue anticipado, por lo que hace al concepto de impugnación referido, resulta fundado y suficiente, para decretar la ilegalidad del acto impugnado.

Lo anterior así se determina, toda vez que se advierte que el acto impugnado, adolece de una congruencia externa, en tanto que no se resolvió la pretensión planteada por la accionante en su escrito de solicitud de petición de cancelación de embargo, ya que se aprecia que la autoridad demandada es omisa en atender de manera congruente y exhaustiva la petición del actor, al señalar que con apoyo en el artículo 61 de la Ley del Registro Público de la Propiedad y de Catastro para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, resultó improcedente su solicitud, porque a consideración de dicha autoridad, la petición de parte interesada a que alude el numeral invocado, se refiere a quien tiene un interés jurídico en que dicha inscripción sea cancelada, esto es, el acreedor del bien inmueble donde recayó el embargo publicitado; amén de que el documento en que se solicite la cancelación de acuerdo con el artículo invocado, deberá de hacerse en instrumento público  otorgado ante notario público, la referencia en la ley de que el acto inscrito quede extinguido por disposición de ley, se refiere a que deberá hacer valer sus acciones ante las instancias correspondientes conforme a lo establecido por el Título Decimoquinto, Capitulo IV, del Código Civil vigente en el Estado.

Empero en dicha decisión se desprende que la enjuiciada soslayo el análisis integral de las manifestaciones que le fueron formuladas por el hoy actor en ese procedimiento, dado que la pretensión de cancelación del embargo solicitado se apoyó además en la hipótesis prevista en el numeral 62, fracción IV de la Ley del Registro Público de la Propiedad y de Catastro para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, cuestión de la que la autoridad no produjo manifestación alguna, lo que conlleva una incongruencia externa por deficiencia en el estudio de la pretensión; lo que genera que la resolución que se impugna se dictó sin la debida fundamentación y motivación a lo solicitado por el accionante, los cuales están concatenadas con los diversos principios de exhaustividad y congruencia, conforme a los cuales, la autoridad competente está obligada al resolver, de ocuparse de todas y cada una de las pretensiones que plantea la parte que pide, lo que se traduce en una violación al artículo 14, 16 párrafo primero y 17 de nuestra Carta Magna, en contravención de los elementos y requisitos del acto administrativo que se establecen en los numerales 164 fracciones V y VI y 165 fracciones II y III del Código Procesal Administrativo, que a la letra dicen: 

“Artículo 164. Son elementos del acto administrativo:

V.  Estar fundado y motivado;

VI. Ser expedido sin que medie error de hecho o de derecho sobre el objeto, causa o motivo, o fin del acto y su emisión, y

“Artículo 165. Son requisitos del acto administrativo:

…
II. Que se encuentre adecuadamente fundado y motivado;

III. Que se expida de manera congruente con lo solicitado y resolver expresamente todos los puntos propuestos por el interesado o previstos por las normas…”

En efecto, se tiene que la autoridad demandada al emitir el acto impugnado, omite atender la exigencia de fundamentación y motivación concatenada con los diversos principios de exhaustividad y congruencia, conforme a los cuales, la autoridad competente está obligada al emitir su fallo, de ocuparse de todas y cada una de las pretensiones que plantea el peticionario, pues la  congruencia, es un principio normativo que delimita el contenido de las resoluciones judiciales o administrativas que deben pronunciarse, de acuerdo con el sentido y alcance de las peticiones formuladas por las partes; conforme a los cuales, la autoridad competente está obligada al emitir su fallo, de ocuparse de todas y cada una de las pretensiones que plantea la parte que pide. 

En las relatadas circunstancias es que resulta violatorio de los derechos humanos de audiencia, legalidad y seguridad jurídica, previstos en los artículos 14, 16 y 17  Constitucionales y con las formalidades de fundamentación y motivación que se establecen en los numerales 164, fracciones V y VI y 165, fracciones II y III del Código Procesal Administrativo; a virtud de que al momento de resolver la petición presentada por el aquí demandante no se expresaron de manera completa las razones concretas por las cuales, en su caso, resultó improcedente la petición de cancelación del embargo solicitado, dado que al negar la pretensión del solicitante se atendió de manera parcial las cuestiones planteadas.

Tiene aplicación la Tesis de Jurisprudencia, Registro digital: 178783,  Instancia: Primera Sala, Novena Época, Materias(s): Común, Tesis: 1a./J. 33/2005, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXI, Abril de 2005, página 108, que dice: 

“CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN SENTENCIAS DICTADAS EN AMPARO CONTRA LEYES. ALCANCE DE ESTOS PRINCIPIOS. Los principios de congruencia y exhaustividad que rigen las sentencias en amparo contra leyes y que se desprenden de los artículos 77 y 78 de la Ley de Amparo, están referidos a que éstas no sólo sean congruentes consigo mismas, sino también con la litis y con la demanda de amparo, apreciando las pruebas conducentes y resolviendo sin omitir nada, ni añadir cuestiones no hechas valer, ni expresar consideraciones contrarias entre sí o con los puntos resolutivos, lo que obliga al juzgador, a pronunciarse sobre todas y cada una de las pretensiones de los quejosos, analizando, en su caso, la constitucionalidad o inconstitucionalidad de los preceptos legales reclamados.”

(lo resaltado es nuestro)

Bajo ese contexto, resulta ilegal la resolución que se emite mediante oficio IRC/RPP/DTO.III/153/2022, ante la inobservancia de analizar todas las cuestiones planteadas por el peticionario, lo que contraviene lo establecido en los artículos 14 y 16 Constitucional e incumple con elementos y forma para la exigencia del acto establecido que se establecen en los numerales 164 fracciones V y VI y 165 fracciones II y III del Código Procesal Administrativo, según se razonó en párrafos que anteceden, en virtud de que todos los actos administrativos, requieren para ser legales entre otros requisitos, imprescindiblemente que sean emitidos cumpliéndose con las formalidades esenciales que les den eficacia jurídica. 

Así las cosas, en la especie se actualizaron las causales de ilegalidad previstas en el artículo 250 fracción IV, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, por lo que esta Sala Unitaria, con fundamento en el artículo 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, determina que lo procedente es decretar la ILEGALIDAD e INVALIDEZ del acto impugnado, consistente en la la resolución contenida en el oficio IRC/RPP/DTO.III/153/2022, derivado de la solicitud de la boleta ********** de ocho de marzo de dos mil veintidós. 
D. Efectos 

En ese sentido, con fundamento en lo establecido por los artículos 251 y 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado, a fin de restituir a la parte actora en el goce de los derechos que le fueron indebidamente afectados o desconocidos; se ordena a la autoridad demandada, emita con libertad de jurisdicción una nueva resolución fundada y motivada, en la que atendiendo a los principios de referencia, resuelva de manera completa la solicitud planteada por la aquí parte actora; debiendo informar a este Tribunal sobre dicho cumplimiento y, acompañar para acreditarlo copia certificada de las constancias correspondientes, inclusive de los oficios emitidos para ese efecto.
Con base en los numerales 255 y 256 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, dígase a la autoridad demandada o bien a la autoridad que deba cumplirla, que a partir de que cause ejecutoria esta sentencia, correrán los plazos para su cumplimiento; por lo que, una vez que cause ejecutoria, esta Primera Sala Unitaria la prevendrá por el cumplimiento de la misma, o en su caso, la requerirá por su ejecución, con los apercibimientos legales que procedan.

Por lo expuesto, fundado y con apoyo en los artículos, 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1º, 2º, 7º fracción I, 9º fracción III, 24, 35 fracción VIII, y Quinto Transitorio de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; 248, 249, 250 fracción II, 251 primer párrafo, 252, 255 y 256, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; es de resolverse y se, R E S U E L V E:
PRIMERO.- Esta Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, resultó competente para conocer y resolver la presente controversia.

SEGUNDO.- Se declara la NULIDAD de la la resolución que se emite mediante oficio IRC/RPP/DTO.III/153/2022, de acuerdo a los razonamientos y para los efectos precisados en el último Considerando de la presente sentencia. 

TERCERO.- Con copia autorizada de esta resolución, notifíquese personalmente a la parte actora y por oficio a la autoridad demandada.

Así lo resolvió y firma, la Licenciada Ma. Eugenia Reyna Mascorro, Magistrada Titular de la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado Antonio Martínez Portillo, que autoriza y da fe.- 

Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal de Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3° fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82, 87 fracción III, 138 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí,  concatenados con los artículos 3, fracción VIII, IX, 5 y 6 de la Ley de Protección de Datos Personales del Estado de San Luis Potosí.

� Artículo 40 del Código Procesal Administrativo del  Estado de San Luis Potosí.  


� Según el artículo 24, fracción I, inciso a), del Código Procesal Administrativo del  Estado de San Luis Potosí. 


� Localización: [J]; 9a. Época; 2a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; Tomo XXXI, Mayo de 2010; Pág. 830. 2a./J. 58/2010. Registro No. 164 618





